	Fecha
	5 de abril de 1977
	Sesión número
	17

	Motivo: Amparo

	Recurrente: HÉCTOR DI STÉFANO PARILLI

	Recurrido: MINISTERIO DE SALUD

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que presentó un recurso de apelación contra la orden de desalojamiento del Departamento de Ingeniería Sanitaria del Ministerio de Salud, por haber sido declarado inhabitable el inmueble del cual es inquilino, y que a la vez propietario del negocio de bar y restaurante denominado “La Riviera”, el cual fue clausurado. Que hasta la fecha no ha sido resuelta la apelación por el Ministerio. Alega violación de los artículos 27 y 41 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que “por un lamentable error del Departamento de Inspectores, el expediente referente a la orden Sanitaria No. 10090 y la tramitación del recurso de apelación no fueron remitidos a su despacho; que el asunto fue atendido por un funcionario del Ministerio que en la actualidad está retirado por jubilación, y que no fue sino hasta el día cuatro de marzo que tuvo conocimiento de esos antecedentes, y que el referido recurso se encuentra pendiente de resolución.

	Parte dispositiva
	Se declara con lugar el recurso respecto del artículo 27 de la Constitución Política, pues existe un recurso de apelación interpuesto desde el mes de noviembre del año próximo pasado, admitido ante el Ministro de Salud, sin que todavía haya sido resuelta esa apelación conforme al propio Ministro lo reconoce en el segundo informe que rindió a solicitud de la Corte Interina. El Magistrado Retana declaró sin lugar el recuso en ese extremo.


N° 17
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día cinco de abril de mil novecientos setenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Arroyo, Odio, Retana Jacobo, Vallejo, Cervantes, Blanco, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Porter y Benavides. 
Artículo I
Se conoció de un recurso de Amparo interpuesto contra el Ministerio de Salud por el señor Héctor Di Stéfano Parilli en memorial de fecha nueve de febrero del corriente año.  Para fundamentar el recurso el señor Di Stéfano alega lo siguiente:  
Que el veintinueve de noviembre del año próximo pasado presentó una apelación contra la orden de desalojamiento a que se refiere el oficio N° 1917-76 del Departamento de Ingeniería Sanitaria, por haber sido declarado inhabitable el inmueble situado en esta ciudad, Avenida Central y Calle décimo-quinta; que él es inquilino de ese inmueble y a la vez propietario del negocio de bar y restaurante denominado “La Riviera”; que hasta la fecha no ha sido resuelta la apelación por el Ministerio de modo que, por lo acongojante del plazo concedido para el desalojamiento, viene a interponer el presente recurso de Amparo pues considera errada la orden o cuanto la propiedad no se encuentra en estado de demolición ni es inhabitable, como se hace constar en la orden recibida; que ciertamente la casa no es de construcción moderna, pero tiene lo necesario para ser habitable, aunque no con los adelantos modernos, pero sí en estado de conservación; de suerte que todo se reduce a una apreciación hecha a la ligera, pues si bien pueden exigirse algunas reparaciones, ello no justifica declararla inhabitable; que, además el negocio fue clausurado el primero de octubre anterior, causándole serios perjuicios y dejándolo sin oportunidad de hacer su defensa; y que aparentemente la medida ha sido confabulada al amparo de las leyes administrativas, a favor del propietario del inmueble o de algún vecino.-

De acuerdo con los anteriores hechos, el señor Di Stéfano dijo que “demanda en la vía extraordinaria de amparo al Ministerio de Salubridad Pública (sic), a fin de que en sentencia se le condene al pago de los daños y perjuicios causados y ambas costas de este juicio; y estima la acción en ciento cincuenta mil colones”.

La Presidencia de la Corte Interina le ordenó al recurrente indicar cuál es el derecho constitucional que considera violado; y es escrito posterior el señor Di Stéfano citó como infringidos los artículos 27 y 41 de la Constitución Política.


Solicitado el correspondiente informe al señor Ministro de Salud, éste lo rindió por nota recibida el veintidós de febrero del corriente año, en que hizo una amplia exposición de los hechos y antecedentes del asunto; y agregó, además, que el recurso viene interpuesto contra el “Ministerio de Salud” y no contra el titular de la cartera, lo cual constituye un error, pues el recurso sólo puede dirigirse contra los funcionarios; que el recurrente pide que se condene en daños y perjuicios, cuando en realidad el amparo tiene por objeto esencial la suspensión del acto lesivo de la garantía constitucional que haya sido violada; que los daños y perjuicios podrán ser una consecuencia del quebranto constitucional, pero no pueden constituir, por sí mismos, la única finalidad del recurso; que, en todo caso, las órdenes que originan el Amparo fueron emitidas por otros funcionarios del Ministerio que tiene autoridad propia; y que el señor Di Stéfano no sólo ha enderezado su acción equivocadamente sino que lo ha hecho contra disposiciones administrativas que se encuentran firmes, al no haber ejercitado los recursos que la ley le brinda, lo cual es suficiente para denegar el Amparo.

Posteriormente la Corte Interina pidió al señor Ministro informar si había recibido, para resolver, el recurso de apelación que se menciona en una de las notas presentadas por el recurrente; y al propio tiempo le solicitó enviar el expediente administrativo para mejor proveer.


Atendiendo la anterior indicación, el señor Ministro manifestó que “por un lamentable error del Departamento de Inspectores, el expediente referente a la orden Sanitaria No. 10090 y la tramitación del recurso de apelación no fueron remitidos a su despacho; que el asunto fue atendido por un funcionario del Ministerio que en la actualidad está retirado por jubilación, y que no fue sino hasta el día de hoy  - cuatro de marzo – que tuvo conocimiento de esos antecedentes, y que el referido recurso se encuentra pendiente de resolución.

Junto con el segundo informe se recibió el expediente administrativo, el cual se tiene a la vista para resolver.


Luego de una amplia deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el Amparo en cuanto al artículo 41 de la Constitución Política, pues lo que la regla establece es el derecho a la reparación de las injurias y daños y a obtener justicia pronta y cumplida, en estricta conformidad con las leyes; de manera que el artículo 41 va dirigido a los órganos públicos que deban pronunciarse sobre la reparación de esas injurias y daños,  y sólo ellos podrían infringirlo, más no el funcionario que, con su actuación u omisión, haya lesionado algún otro derecho de cuyo quebranto se deriven daños y perjuicios.  La cita de esa regla es tan errónea como pretender que dentro del presente recurso se condene al Estado al pago de daños y perjuicios, porque si bien el artículo 41 podría invocarse, junto con otras leyes, para fundamentar una condena de esa índole en la vía judicial – si los hechos dieran mérito para ello – en realidad resulta fuera del lugar aducirlo en un recurso de amparo, contra el funcionario a quien se atribuye una actuación ilegítima, productor de daños y perjuicios, pues lo que puede discutirse en el Amparo es el acto en sí mismo, más no la responsabilidad sobre supuestos daños y perjuicios que hayan podido ser su consecuencia.  En resumen, lo que podría reprocharse a los órganos del Ministerio de Salud, en la vía del amparo, es el cierre del negocio y la orden desalojamiento, si uno y otro fueran ilegítimos, pero no la infracción del artículo 41 a causa de esas medidas que ellos dictaron.


En cuanto a artículo 27 de la Constitución Política, se resolvió: Declarar con lugar el recurso de Amparo, pues existe un recurso de apelación interpuesto desde el mes de noviembre del año próximo pasado, admitido ante el señor Ministro de Salud, según consta a los folios 20 y 21 del expediente administrativo, sin que todavía haya sido resuelta esa apelación por el Ministerio, conforme al propio señor Ministro lo reconoce en el segundo informe que rindió a solicitud de la Corte Interina.  En consecuencia, se previene al señor Ministro, de conformidad con el artículo 15 de la Ley de Amparo, que debe pronunciarse a la mayor brevedad sobre el recurso de apelación, para dar cumplimiento a la garantía de petición y de pronta resolución que establece el artículo 27 de la Constitución Política.  La Secretaría de la Corte deberá devolver el expediente administrativo al Ministerio de Salud.

En la forma expuesta se resuelve sobre el Amparo solicitado, por votación unánime en cuanto al artículo 41 de la Constitución Política, y por mayoría en lo que se refiere al artículo 27, pues el Magistrado Retana también declaró sin lugar el recurso en ese extremo, de acuerdo con las siguientes razones:

“Como el artículo 27 de la Constitución no fija plazo para que el funcionario público de pronta respuesta a la petición del administrado, ello ha de regirse por lo que disponga el legislador.  Y como tampoco la Ley Orgánica del Ministerio de Salud N° 5412 establece plazo para que el Ministro resuelva el recurso de apelación (artículo 52 incisos c. y ch.), quiere decir entonces que ha de aplicarse la Ley de lo Contencioso Administrativo, según la cual toda gestión en sede administrativa se considera desestimada a los dos meses, con el objeto de que el particular ejercite, frente a  esa denegación presunta, el recurso jurisdiccional del caso, sin perjuicio de que la Administración dicte una resolución fundada dentro del año siguiente (artículo 19, párrafos 1 y 2) Y la propia Ley de Amparo (artículo 3 inciso d), dispone que, transcurridos quince días de la interposición del recurso administrativo correspondiente, queda expedita la vía del Amparo, lo que significa que el legislador estimó dada, por el transcurso de ese plazo, la pertinente resolución negativa, a fin de que en esa vía del Amparo se examine el fondo del asunto.  De modo que en la especie no cabe examinar la mera infracción formal del artículo 27, ni es dable tener por cometida su violación. Criterio, el anterior, que es, en principio, el que sostuve ya en el artículo V de la sesión de Corte Plena del veintiséis de junio de mil novecientos sesenta y siete, que reitero.”

